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El urbanismo en la 
Comunidad de Madrid: 
planeamiento 
metropolita?o y urbanismo 
concurrenc1al 

H
ace unos meses, el Ponavoz del 
Panido Socialista en el Gobierno, 
expresaba su parecer contrario a la 

planificación urbanística, en línea con la 
tendencia liberalizadora expuesta en un 
Informe del T1ibunal de la Competencia. 
Esta declaración tuvo una réplica inme­
diata por parte del Ministro de Obras 
Públicas, y del Presidente de alguna 
Comunidad Autónoma, para quienes tal 
parecer expresaba una postura liberal 
que no podía ser compartida. 

Esta anécdota indica la contraposi­
ción de opiniones existente en orden a 
la planificación urbanística, en un con­
texto de crisis económica. Porque, en 
defini tiva, la planificación parte de un 
postulado que es la posibilidad de pre­
ver el futuro, y en la situación actual es 
necesario preguntarse hasta qué punto 
es posible efectuar esta p revisión, y si el 
sistema de planificación vigente excede 
de estas posibilidades, pues en un mo­
mento en el que se encuentra en crisis 
no sólo la planificación centralizada si­
no la de carácter indicativo estatal, y en 
el que las previsiones económicas se 
efectúan cada año en las Leyes de Presu­
puestos, es líciro plantearse qué hacer 
con una planificación urbaníslica en la 
que se prevé lo que sucederá en los pró­
ximos años, la clasificación del suelo, la 

programación del que deberá urbani­
zarse, el tiempo en el que deberá reali­
zarse la urbanización, la obligación de 
construir y el tiempo en el que deberá 
construirse, y los graves efectos que se 
producen si no se u rbaniza o no se 
construye en los plazos previstos (cam­
bio de sistema, expropiación , ventas 
forzosas , no adquisición de facultades o 
pérdida de parte de las ya adquiridas). 

Lo que sucede en la práctica, es que 
se produce una disonancia entre la lega­
lidad y la realidad. Esta desconexión se 
supera en ocasiones a través de los de­
nominados convenios urbanísticos, que 
no se encuentran previstos en las nor­
mas - salvo excepciones, como sucede 
con la ley valenciana relativa al suelo no 
urbanizable- , con lo que aparece un 
sistema en parte paralelo, que puede 
conectarse con el sistema legal a través 
-en ocasiones- de la posterior modifi­
cación ele los planes . 

En defin itiva, nos encontramos al final 
de un camino, que muestra la necesidad 
de reconsiderar la ordenación vigente y 
de valorar la realidad , con objeto de 
encontrar los in strumentos adecuados 
para solucionar los problemas evistentes. 
Esta situación que tiene hoy un alcance 
general, se ha vivido ya desde hace años 
en relación con las áreas metropolitanas. 

RAFAEL GÓMEZ-FERRER 
MORANT 

Planificación 
Metropolitana: las 
razones de una crisis 

La planificación de las áreas metro­
politanas se ha desarrollado en nuestro 
sistema jurídico en diversas fases, ele tal 
forma que puede afirmarse que se ha 
hecho un esfuerzo continuado por de­
terminar qué tipo ele plan debía aplicar­
se en las áreas metropolitanas: así, se ha 
aplicado en una primera fase el sistema 
ele planificación municipal; en una se­
gunda, los Planes Di rectores Territoria­
les de Coo rdinación; después de la 
Constitución, la planificación metropo­
litana se ha configurado como una pla­
nificación regional , de carácter parcial o 
total, según la extensión de la Comuni­
dad Autónoma; en fin, se llega así al 
momento actual, en el que reina un 
cieno desinterés por la planificación 
metropolitana y se apunta a un urbanis­
mo de tipo concurrencia!, que no pone 
al acento en la planificación sino en la 
aplicación de soluciones concordadas 
propuestas por la iniciativa privada, co­
mo tendremos ocasión de ver. 

La consideración de estas cuatro fa­
ses tiene interés para encuadrar el caso 
de la Comunidad ele Madrid, dado que 
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en el ámbiLo de la Comunidad concurre 
un triple caracter: el metropolitano. el 
pro\'incial )'el comunitario. 

El planeamiento me tropolitano 
como planteamiento municipal 

La primera fase, que podemos deno­
minar de planificación municipal, dura 
hasta 1975, y en ella se crean distinLos 
organismos encargados de llevar a cabo 
la planificac1on de las arcas metropolna­
nas -Gran Bilbao, Gran Valencia, Comi­
sión de Urbanismo de Barcelona y luego 
Enudad Municipal Metropolitana; Co­
m1sano General de Ordenación Urbana 
de Madrid y Comisión de Urbanismo, y 
luego la Comisión ele Planeamiemo y 
Coordinación del Arca Metropolitana 
de Madncl-. 

En esta época se concibe la plan1fica­
cll'in metropolitana como un plan mu­
n1c1pal que comprende un conjunto de 
municipios. 

Esta solución "ªa emrar en crisis en 
cuamo se haga e\identc que no es posi­
ble hacer la planificación para un con­
JUlllO de municipios con el mismo gra­
do de precisión que si se tratara de un 
solo munici p10. En concreto, la crisis 
del sistema se rcíleja en la OM ele 2+ de 
julio de 1968, ele aprobación del Plan 
Director del Area Metropolitana de Bar­
celona, el cual no era sólo un plan de la 
comarca ele Barcelona -27 mun ic ipios­
sino que comprendía l 80 municipios; 
se puso as1 de mamfiesto la necesidad 
ele crear un tipo ele Plan mas esquema­
Lico, los Planes Directores, que no se en­
comraban previstos en nuestro Orclena­
miemo. Por esta razón, el mencionado 
Plan Director se aprobó con cf ectos 
purameme imcrnos. 

La Ley ele Reforma de la Ley del Sue­
lo, de 2 ele mayo de 1975, ha creado la 
figura del Plan Director Territorial de 
Coordinación, teniendo en cuenta la 
coníluencia ele dos razones rele\'antes: 
en primer lugar, porque ya se hab1a 
puesto de manifiesco la necesidad de in­
corporar este tipo de planes para orde­
nar las áreas metropolitanas; y en se­
gundo térm ino, porque la nue\'a Ley 

impone al Plan General Municipal una 
regulación detallada del suelo urbano 
-con el ni\·el propio del Plan Parc1al­
no exigida por la amerior Ley ele 1956. 
De esta forma resultaba ya imposible 
efectuar un Plan General ele este tipo 
para un conjunto de Municipios )' tra­
mitarlo durame el plazo de suspensión 
ele licencias lcgalmeme previsto. La re­
gulación de un nuevo upo de Plan apa­
rec1a así como ineludible. 

El Plan Metropolitano como Plan 
Director de Coordinación 

De aqui que la Ley de 1975 creara 
una nue\'a figura de Plan, el Plan Direc­
LOr Territorial ele Coordinación, quepo­
cha ser adecuado para las áreas metro­
politanas. 

Las determinaciones que deben 
constar en este Plan son unicamente las 
más rele\·antes para la estructuración 
del territorio. En concreto, se trata de 
vincular la planiricac1ón económica con 
el desarrollo regional, y lundamcntal­
mcmc de incluir algunas detenrnnacio­
nes positivas, un esquema de usos) ac­
ti\'idades, )' de rescn·a de sucio para 
infraestrucLUras básicas. El Plan contie­
ne también determinaciones ele tipo nc­
gati\'O: límites en determinadas arcas 
por razones ele ddensa nacional o para 
ser protegidas. y medidas para la dcf en­
sa del patrimonio histo rico-artístico. 

Se trata en definiti\'a de un plan bas­
tante esquemáuco, que además terna la 
característica e.le ser un Plan del Estado. 
Aprobado por el Consejo de Ministros, 
obligaba a todas las Administraciones 
Publicas ) a todos los departamentos 
ministeriales, y todas las Administracio­
nes municipales dcb1an adecuar sus 
planes al Plan Director Territorial de 
Coordinación, que entraba en vigor in­
mediatamente, antes de la revisión ele la 
planificación general municipal. 

En Leona, por tanto, parecía que se 
hab1a encontrado en 1975 la via ade­
cuada para la planiricación metropoli­
tana. Pero esta figura no iba a ser apl i­
cada. Y ello, porque después de la 
Constitución, el Plan Director, wl como 

estaba previsto , no resulta adecuado al 
sistema constiLUcional. 

La planificación de las Areas 
Metropolitanas como planificación 
regional 

¿Qué ha suced ido como consecuencia 
ele la promulgación ele la ConstituCJón? 
Se han producido dos fenómenos muy 
imponames: en primer lugar, la Cons­
utucion no rescr"'a al Estado competen­
cia alguna en las mate1ias de urbanismo 
y ordenación del territorio, por lo que, 
una \'ez aprobados los respccti\'OS Esta­
tutos, las competencias en tales materias 
han sido asumidas con caracter exclusi­
vo por parte de las Comunidades Autó­
nomas; )' en segundo término. resulta 
claro que el Estado conunua teniendo, 
segun la misma Const!luc1ón, compe­
tencias que inciden sobre el territorio. 

En consecuencia, el Plan de Urbanis­
mo no puede seguir siendo el cemro del 
sistema; porque las Comunidades Autó­
nomas que aprueben un plan ele orde­
nación de un área metropol itan a, no 
podrán comprometer el ejercicio de las 
competencias que la Constitución re­
serva al Estado. 

El Plan Te rritorial ele Coordinación 
-tal y como se encontraba pre\'iSto en la 
Ley- no f uc aplicado. Y se produce ack­
más otra consecuencia que deriva de la 
Consutucion: como el Estado no tiene 
competencia alguna en materia urb:.mís­
Lica, ello \'a a afectar a todos los orgarns­
mos metropolnanos configurados -con 
la cxcepcit'm de Barcelona- como orga­
nismos autónomos del Estado. 

Desde esta perspecll\'a, el sistema 
constitucional tendrá dos efectos muy 
imponamcs para las areas metropolita­
nas: primero la modificación, la disolu­
ción de los organismos metropolitanos 
de carácter estatal. Y segundo, la inade­
cuación del Plan Director Territorial de 
Coordinación para ordenar el área 
metropolitana. 

Se emra as1 en la tercera fase. ¿Qué su­
cede después de la Constitución? Sucede 
que las Comumdades AuLónomas que 
son las nuevas protagonistas. tienen la ini-
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ciativa )' asumen todas las competencias 
en materia de urbanismo. Por eso, la ter­
cera fase de la planiricación de las áreas 
metropolitanas -en la que nos encon­
tramos- , es la de carácter regional. El Plan 
de Ordenación de las Arcas Metropolita­
nas se configura - salvo en el área ele Va­
lencia capital- como un Plan Regional 
que puede comprender la totalidad de la 
Comunidad en el caso de Comunidades 
unipro\'i.nc1ales (como Madrid) o sólo una 
parte de la Comunidad Autónoma; a cuyo 
efecto se han creado las figuras de los pla­
nes territoriales y de los planes regionales 
de carácter parcial, con diversas denomi­
naciones. Esta figura se encuentra prc\'is­
ta en la legislación de Maclticl (Ley de 30 
de mayo ele 1984, de Ordenación Territo­
rial), de Cataluña (Ll. de 21 de no\iembre 
ele 1983, de Política Territorial, y Ley 
7/1987, de 4 de abril) , del País Vasco (Ley 
de 31 de mayo de 1990, de Ordenación 
del Tenitotio), y de la Comunidad Valcn­
Ciana (Ley de 7 de julio de 1989, de Orclc­
nación del TerritOJio) 

El contenido de estos planes territo­
riales es similar -en términos muy ge­
nerales- al de los Planes Directores Te­
rritoriales ele Coordinación. Sin embargo 
existe una diferencia capital, y es la 
ausencia del Estado. Sobre el Estado 
van a incidir las decisiones que sean 
adoptadas por las Comunidades Autó­
nomas en relación a todas las compe­
tencias del Estado, lo que plantea el 
problema ele armoni=ar la concurrencia 
ele competencias del Estado y de las Co­
munidades Autónomas sobre el mismo 
territorio. Y de aquí se abra paso la idea 
de que es necesario acwar utilizando 
\'las de colaboración entre la Comuni­
dad y el Estado. 

En la práctica, sin embargo, la figura 
de los Planes de carácter regional -pre­
\istos en las Leyes de las Comunidades 
Autónomas con di\'ersas denominacio­
nes- no se han aplicado todavía; pues 
no pueden calificarse a estos efectos co­
mo un plan regional, las normas de 
coordinación de carácter metropolnano 
que se han aprobado en Valencia, im­
prescindibles para poder llevar a cabo al 

Plan General de Valencia, que compren­
día determinaciones relati,·as a grandes 
infraestructuras que incidían sobre los 
Municipios vecinos (normas aprobadas 
al amparo ele la Ley de la Comunidad de 
31 de diciembre de 1986. de creación 
del Consell Metropolitá de L'Hona). 

El desinterés por el Plan regiona l y 
el u rbanis mo concurrencia] 

La falta de tramitación y aprobación 
de Planes ele las áreas metropolitanas 
-con la excepción indicada- suscita un 
interrogante. Dado que las áreas exis­
ten, y la necesidad de mfraestructuras 
también ¿cómo se desenvuelven las 
á reas metropolitanas sin una planifica­
ción urbanistica:> 

Pues bien, contra lo que puede pare­
cer a primera \'ista, la realidad es que las 
arcas metropolitanas no carecen de pla­
nificación urbanística. Porque, en gene­
ral, las normas que han derogado los 
planes metropolitanos han dejado en 
vigor transitoriamente tales planes has­
ta que fueron sustituidos por los planes 
generales de cada municipio, en su res­
pectivo ámbito territorial. Lo que signi­
fica que si bien cada municipio puede 
sustituir en su propio ámbito la ordena­
ción del Plan Metropolitano, en la prác­
tica los Municipios Loman en considera­
ción todas las grandes infraestructuras 
presentes en tales planes; y no se olvide 
que el Plan General Municipal ha ele ser 
aprobado por la Comunidad Autónoma 
que debe tener una vision de conjunto. 

En el caso de Madrid, que es el que 
interesa en particular a los efectos del 
presente trabajo. es absolutamente clara 
la lmca de evolución expuesta. En efec­
to, el RD Ley 11/1988, de 26 de sep­
tiembre de 1980, relata en su Exposi­
ción de Motivos la necesidad de revisión 
del Plan General de Ordenación Urbana 
de Madrid, y los retrasos que se han 
venido produciendo por la «dificultad 
ele proceder tccnicamentc a la formula­
ción de un documento unitaiio, redac­
tado de una sola vez y con las ca ­
racterísticas que exige la Ley del Sucio 
para el Plan General y para un docu-

mento que abarcará la totalidad de los 
veintitrés municipios que componen el 
Arca Metropolitana de Madrid». De ahí 
que la solución que establece el RDL es 
que la revisión del citado Plan General 
se realizará por medio de los Planes Ge­
nerales de cada uno de los Municipios, 
que habrán de ajustarse a unas directri­
ces ele planeamiento territorial apro­
badas por COPLACO, las cuáles esta­
blecerán los grandes criterios de la 
ordenación territorial; precisándose, en 
la Disposición Transitmia 1.,1 del citado 
RDL que en tanto no se aprueben defini­
tivamente los Planes Generales t-.1unici­
pales conforme a este Real Decreto-Ley, 
s igue en vigor el Plan General de Orde­
nación Urbana del Arca Metropolitana. 
Por otra parte, debe hacerse notar que las 
Directrices se aprobaron en 28 de octu­
bre ele 1981 (BOE de 8 ele diciembre). 

En definitiva, el planteamiento me­
tropolitano anterior continua existien­
do en el caso de t-.1aclrid en cuanto no 
hayan siclo sust ituid os por los Planes 
Generales Municipales, los cuáles valo­
ran las necesidades de ámbito supramu­
nicipal reflejadas en el propio planea­
miento metropolitano (que incorporan 
si lo estiman pertinente el planeamien­
to municipal) y, en panicular, han de 
observar las Directrices aprobadas por 
COPLACO en 1981. Y, debe añadirse 
que las previsiones de estos planes pue­
den ser adecuadas para las necesidades 
del momento actual, dado que se ha 
producido un estancamiento de la po­
blación española y que ha terminado la 
gran emigración del campo a la ciudad, 
lo que disminuye la intensidad de la 
presión del crecimiento ele la población 
en las áreas metropolitanas -vegetativo 
y por emigración-; con lo cual sucede 
que las grandes infraestructuras, pensa­
das hace años, continúan siendo ade­
cuadas en buena medida. 

Por otra parte, nos encontramos en 
medio de una crisis económica, y existe 
una conciencia generalizada de incerti­
dumbre respecto al futuro. ¿Cómo se 
puede plan ificar un futu ro que se esti­
ma tan incierto? La experiencia de-



muesLra que incluso en un período de 
bonanza económica, en el que parece 
que el proceso de crecimierno es indefi­
nido, resulLa cliíícil y problemático pre­
ver el fuLuro; dificultad que, obviamen­
te, se acernúa en períodos de crisis. 

En consecuencia, no puede extrañar­
n os que en estas áreas meLropoli tanas, 
interese ahora la búsqueda de la opon u­
nidad más que la planificación , atraer a la 
gran indusnia para que se establezca en la 
Comunidad, con la consiguierne im·er­
sión y creación ele puestos de Lrabajo, 
competir vemajosamenle con otras áreas; 
a cuyo efecto no solo se instalan los se1Yi­
cios aclecuaclos sino que la Administra­
ción puede estar dispuesta a cam biar los 
planes de urbanismo, a llevar a cabo un 
urbanismo concertado, a OLorgar benefi­
cios fiscales , e incluso a proporcionar gra­
tuitamente los terrenos necesarios, pues 
si una gran empresa no obtuviese estas 
ventajas se instalaría en otra Comunidad 
Autónoma, o en otro país. En consecuen­
cia, se produce lo que ha dado en llamar­
se «urbanismo concurrencia!» entre las 
áreas metropolitanas. 

Y además ele ello, otro urbanismo de 
actualidad es el denominado «Urbanis­
mo comercial», que se viene a introducir 
en leyes de las Comunidades Autóno­
mas que regulan las graneles supe rficies 
comerciales, y que han dacio ocasión a 
que, previos los correspondientes recur­
sos, el Tribunal Constitucional haya dic­
tado diversas Sentencias en las que ha 
reconocido la compete ncia ele las Co­
munidades Amónomas (así en la Sen­
tencia 22511993, ele 8 ele j ulio, que re­
suelve diversos recursos y cuestiones de 
inconstitucionalidad contra la Ley Va­
lenciana 811986, de Ordenación del Co­
mercio y Superficies Comerciales; la 
Sentencia 227/1993, de 9 de julio, que 
resuelve el recurso de inconstitucionali­
dad contra la Ley de Cataluña 3/1987, 
de 9 ele marzo, de Equipamientos Co­
merciales; la Sentencia 264/1993, que 
resuelve el recurso ele inconstitucionali­
dad promovido por el Gobierno contra 
la Ley ele Aragón 9/1989, ele 5 ele octu­
b re; y la Sentencia 284/1993, que re-

suelve recursos ele inconstitucionalidad 
contra la Ley de Cataluña 23/199 J, de 
Comercio Interior). 

En definitiva, más que en el momen­
Lo de los grandes planes, nos encontra­
rnos en España, en una fase de crisis eco­
nómica, en el momento de la búsqueda 
ele las oportunidades mediame el deno­
minado «urbanismo concurrencia!». 

Madrid, Co1nunidad 
Autóno1na 
Metropolitana: 
con1petencias 

Para comp rend er la posición que 
ocupa la Comunidad ele Madrid en rela­
ción con el planeamiento metropolita­
no, debe ponerse ele manifiesto el triple 
carácter que concurre en su ámbi to te­
rritorial: el metropolitano, el p rovincial 
y el comunitario. Esta concurrencia ha 
posibilitado una solución unitaria en el 
ámbito organizativo: ele una pane, la 
Comunidad Autónoma ha asumido las 
competencias del Estado en materia ele 
urbanismo, y, entre ellas, las competen­
cias que tenía atribuidas la Comisión de 
Planeamiento y Coordinación del Area 
Metropolitana d e Mad rid -COPLA­
CO-, que estaba configurada como un 
organismo autónomo de la Aclministra­
cióo del Estado, cuyo ámbito compe­
tencia! no comprendía LOda la Provin­
cia; y, de o tra, la Comunidad es de 
carácter uniprovincial , por lo que ha su­
cedido a la Diputación ele Madrid en las 
competencias que tenía atribuidas. De 
esta forma , la Comunidad de Madrid 
queda configurada como una Com uni­
dad uniprovincial de carácter metropo­
litano, lo que le sitúa en una posición 
especialmente favorable para conseguir 
la cooperación ent re los disti ntos nive­
les cuya actuación puede concurrir so­
bre el territorio; el estaral, el municipal 
y el comunitario. 

Ahora bien, antes de estudiar la ac­
tual regulación del planeamiento me­
trop oli tano de la Comunidad ele Ma­
drid, es necesario hacer refere ncia a sus 

competencias en materia de urbanimo, 
y en especial a los lím ites ele las mismas 
derivadas de las que la Constitución 
reserva al Estado y del principio ele 
autonomía local. 

A tal efecto, y corno punto de parti­
da, es necesario recordar -como he j us­
tificado en otro trabajo- que la Comu­
nidad Autónoma ele Madrid ha asumido 
las competencias del Estado en materia 
ele ordenación del territorio y urbanis­
mo, tanto ele carácter normativo como 
ejecutivo, con el m i.smo alcance que 
otras Comunidades que las han asumi­
d o con carácter exclusivo. 

Para valorar el alcance ele esta asun­
ción de la competencia en las materias 
ele urbanismo y ordenación del territo­
rio, es necesario considerar cuáles son 
los límietes ele la misma, tanto por ra­
zón de las competencias que la Consti ­
tución reserva al Estado como por 
razón del principio de autonomía local. 

Límites derivados de las 
competencias que la Constitución 
reserva al Estado 

Los límites derivados ele las compe­
tencias que la Constitución reserva al 
Estado resultan del entrecruzamiento de 
títulos competencia les. En efecto, si bien 
la ConstilUción establece un sistema de 
distribución de cornpeteocias en [un­
ción de un listado de materias, resul ta 
im posible decidir limpiamente la reali­
dad por ámbito materiales, ele forma que 
no se p roduzca interferencia a lguna 
entre ellos. De esta forma , el problema 
que se plantea es el de determinar en 
qué m edida las competencias que la 
Constitución reserva al Estado - sean ele 
orden genérico o referidas a materias 
distintas del urbanismo- pueden incidir 
en las compe tencias asu midas por la 
Comunidad. 

Para reso lver este problema debe te­
nerse en cuenta que la interpretación 
del Estatuto de la Comunidad, y del al­
cance de las competencias asumidas es­
tatutar iamente , no puede disminuir el 
contenido ele las que la Consti tución re­
sen·a al Estado, porque en tal caso el Es-
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taLuto \'lilncraria la Constitución; y, de 
otra parte, que las competencias reser­
vadas al Estado no pueden mterpretarse 
de tal rorma que vac1en e.le comen ido las 
asumidas por la Comu111c.lad, de acuer­
do con la Consl!lución, pues ello tam­
bién 1na comra la Norma Fundamental. 
Este es el dtftcil equil1bno que resulta 
necesario obser\'ar para determinar los 
límnes de las competencias asumidas 
por la Comunidad en cada caso concre­
to. en que se produzca sobre un mismo 
espacio f1sico la concurrencia e.le com­
petencias que tienen distinto ob_1eto 
_jurídico. 

La autonomía local como límite de 
la competencia de la Comunidad 

Hasta ahora me he rdendo al alcance 
de las competencias del Estado asumi­
das por la Comunidad de Madrid en 
matena e.le urbanismo. Pero las compe­
tencias en esta matena no corresponden 
sólo al Estado sino también al t-.1unic1-
pio. por lo que resulla necesario deter­
minar en que medida la plenitud ele 
competencias a que se renere el Estatu­
to se encuentra limitada por las ele ca­
rácter local. Para resolw:r esta cuesL!l'>n 
hemos e.le referirnos al pnncipio de 
autonom1a local como 111n1te de las 
competencias de la Comunidad en ma­
teria de urbanismo. 

El principio de autonom1a local , con­
sagrado por el aruculo 13 7 de la Cons­
lltuc1ón, ha sido concretado por la Le} 
Reguladora e.le las Bases del Régimen 
Local 7/ l985, de 2 de abnl, que desa­
rrolla la competencia resen·ada al Esta­
do por el aruculo H9.1.18:• de la Cons­
tituc1on. A los efectos del presente 
trabajo mteresa detener nuestra men­
ción en e.los aspectos de la nueva regula­
ción legal: la competencia de los mu111-
ciptos en materia ele urbanismo, ) las 
relaciones entre las Adm111istrac1ones 
Públicas. 

En primer lugar, y. en relación a las 
competencias, la LRBRL pane en su 
Exposición ele Moll\'OS e.le la existencia 
ele intereses generales concurremes en 
cada matena) de la procedencia de tener 

en cuenw la compos1c1on equilibrada de 
diversos factores, como son la necesidad 
de garanuzar de modo sufic1eme la auw­
nomia local, la exigencia e.le armonizar 
esa garanua general con la d1stnbuc1on 
territorial de las competencias legislau­
\'as sobre cli\'ersas matenas o sectores ). 
finalmemc, la imposibilidad material de 
lle\'ar a cabo una ddi111c1on cabal y sufi­
cieme de las com peLencias locales en 
todos ) cae.la uno de los sectores. 

Pues bien. para lograr esta compos1-
c1ón equtlibrada, el aruculo 2 de la Ley 
siema unos crnenos ele caracter general, 
que se concretan parcialmeme ya en la 
misma Le}. mediame el aseguramiento 
de un m1nimo compelencial -an. 
25.2.cl. ) 26- y que se Lenninarán e.le 
concretar por la legislac1on del Estado} 
de las Ctrn1unidades Autónomas a l,1 
que se remite la determinación ele las 
competencias que corresponden a la 
cmidacl local. 

De acuerdo con estos preceptos, el 
t-.lu111c1p10 habrá ele 1mer\'e111r en cuan­
tos asuntos afecten directamente al cir­
culo de sus imereses, cnt re los cuales se 
encuentran los relall\'OS al urba111smo 
en su mas amplio aspecto (ordenación 
gesuón, ejecución > disciplina urba111s­
Lica) y prestar los sen 1c1os m1rnmos 
regulados en su aruculo 26: ahora bien, 
el alcance de dicha 1mcrvención no lo 
determina la Ley reguladora. que remi­
te «a los términos de la legislación del 
Estado y e.le las Comumdades Amóno­
mas». En definiurn, pues. ciado que la 
Constitución no ha reservado al Estado 
competencia alguna en materia de urba­
nismo, y dada la competencia sumida 
por la Comurndad de f\.ladricl en esta 
matena, sera la lcg1slauon de la Comu­
nidad la que vendrá a determmar el al­
cance ele la competencia de los munici­
pios e.le Madrid en materia urbamstica, 
con obser\'ancia obligada ele los crite­
nos establcc1os en el articulo 2. , ) e.le 
los m1mmos a que se rd1en:n los an1cu­
los 25 y 26, rodos ellos de la LRBRL. 

Por mra pane, y respecto a las rela­
ciones emre las Ac.lm1n1straciones Pu­
blicas, debe recordarse que la Expos1-

cion de t-.loll\'os de la LRBRL sostiene la 
inadecuación de las Lccnicas de tutela, 
Lrasumo y consecuencia lógica ele la 
construccion piramidal y jerárquica del 
poder publico aclminislrati\'O, y Se rene­
re en su lugar a los principios de coor­
dinac1on > eficacia c.¡uc desarrolla espe­
cialmcme al tratar de las relaciones 
1nterac.l1111n1strauvas. 

Las Leyes ele la 
Comunidad de Madrid 

Hasta este momcmo nos hemos 
refenc.lo de forma indisuma al urban ts­
mo y a la ordenaciün del territorio, 
ternenc.lo en cuerna que la ordenac1on 
del territorio se ha \'Ct11do contemplan­
do hasta la Consliluc1on dese.le la pcrs­
pccll\ a u rbarnsuca, como acredita la 
inclusión de la Ley del Suelo -Texw 
Rdunc.lic.lo de 1976- del Plan Nacional 
y de los Planes Directores Territoriales 
e.le Coord111ac1ón. 

La ordenación del territorio se conci­
be, sin embargo, como una técnica co­
nectada con la plan i ficacion econL11111ca, 
que permlle concretar una voluntad di­
rigida a una «nUC\'a organización» del 
espacio en función de ob¡eli\'OS a largo 
plazo. Como ha indicado López Ra­
rnon, la ordenación general de los asen­
Lam ien tos hu manos trasciende clara­
mente e.le la aislada considerauón e.le 
cada asemamiento, proporcionando 
paulas para las 111swlac10nes industna­
lcs, el e'>Lablccimicmo de infraestructu­
ras, los servicios, las áreas de recreo, la 
\'Ocac1ón, ddiniti\•a, de las diversas zo­
nas del terrnorio. 

Pues bu.'n, la Comu111dad Aulünoma 
de Madnd -al igual que otras- ha clic­
Lacio un con.iumo ele leyes relativas a la 
ordenacion del territorio y el urbanis­
mo, distinguiendo forrnalmeme el con­
tenido e.le unas y otras. 

As1, en materia de ordenación del te­
rritorio, la Comunidad de Madrid ha 
aprobado la Ley 10/l 9M, ele 30 de ma­
yo sobre Ordenación Terruonal ele la 
Comunidad Autónoma, que regula tres 
insLrumemos de orclenactón: las D1rec-



tnces ele Ordenación Territorial, los 
Programas Coordinados de Actuación, 
y los Planes ele Ordenación del Medio 
F1sico. Se trata de una Ley que en la 
práctica no ha sido aplicada, y que ''ªa 
ser derogada por la futura Ley de Mech­
e.las de que se trata más adelante. 

Y por otra parte, en materia ck urba­
nismo se han dictado dos leyes impor­
tantes: la Ley de Medtdas de Disctplina 
Urha111suca, y la Ley especial para el 
tratamiento de actuaciones urbarnsl!­
cas ilegales en la Comunidad ele 
l\1aclricl. 

L1 primera ele estas leyes. 4/1984, <le 
1 O de febrero, no pretende lb·ar a cabL) 
una alteración ele los principios mspira­
clores ele la Ley estatal del sucio, s1110 
introcluci r algunas medidas en la lt nea 
ele rcfor;:ar la disciplina urban1sucn 
(act uacinncs de la miciativa privada en 
sucio urharnzable; aclllaciones en sucio 
no urbarnzablc, con especial referencia 
a las parcrlac1ones rusticas, y requisitos 
de las construcciones e mstalaciones: 
inten·cnuón en la edificación y uso del 
sucio, con la amplianón de Jos actos 
su¡ctns a licencia. la regulación ele la 
caeluc1dad de las ltccnc1as y ele la hccn­
Cta de pnmera utili:::ación u ocupación, 
regulación de las competencias de la 
CL)murndad en materia ele intcrwnción 
en la cd11'icanon )' uso del suelo, 1ns­
pecc1on urba111stica; }, finalmente, 1n­
fracuoncs urbarnsllcas). 

La segunda ele las Leyes urbarnsticas 
incl1caelas es la Ley 9/l 985, de 4 ele di­
ciembre, especial para el tratamiento de 
actuaciones urbarnsLLcas ilegales en la 
Comun1clacl de l\1adrid. En esta Le)' se 
afroma el problema que suscitan las 
urbanizaciones ilegales, efectuadas 
normalmeme en suelo no urba111zablc, 
que constnuyen una rcaliclacl preocu­
pante:), en definiti,·a, se imcma recon­
ducir la snuaciün exbteme. con car.1c­
ter realista) en la medida de lo posible. 
Ello , sm per¡u1c10 de las :\lccl1clas que 
adopta la otra Ley, la de Medidas ele 
Disciplma Urbarnstica, para evnar que 
estas actuaciones puedan procl uci rsc en 
el lutun). 

E] Proyecto ele Ley de 
Mechdas de Política 
Tenitorial, Suelo X 
Urbanis1no: planificación 
rnetropo1itana y 
urbanis1no concurrencia! 

Como ) a he indicado con ameriori­
dacl. la planiftcac1on mctropolnana 
uendc a eles! i:::arse hacia el urbamsmo 
concurrcnc1al, lo que se explica por nr­
cunstancias demográficas, sociales > 
económicas, especialmente rclernmcs 
en una fase ele cns1s. 

Sin embargo, frente a esta realidad, la 
Ley estatal 811990, ele Reforma del Régi­
men L rban1stico )' Valorac1oncs ele 
Suelo, gestada en un penoclo ele bonan­
:::a cconó1111ca, parte de la idea del pro­
grcst) conunuaclo, y, en consecuencia, ele 
la pnsibil1dacl ele pre\'cr con bastante 
prec1s1on el futuro. ele fijar pla=ns ele ur­
ba111:::ac1t'ln equ1d1stribución > cesiones, 
> asn111smo para la edificación, establc­
c1enclo consecuencias negau,·as en caso 
de incumpl11111emo (cambio ele sistema. 
e'\prnp1ac1on. \'enta forzosa, no aclqu1s1-
uon de facultades o pérdida de parte del 
comerndo del derecho de propiedad). 

[: 5ta el 1scorclancia entre la legaliclacl ) 
la realidad, da lugar a que algunas Co­
munidades Autonomas esten intentan­
do idear soluciones que sin suponer 
una disconformidad con la legislacil'ln 
estatal -en los preceptos ele carácter bá­
sico o pleno- puedan e\'itar las conse­
cucnc1as a las que conducma la aplica­
CILin ele la lcg1slación estatal en '>U 

lolalielad (es dec1r. incluyendo los pre­
ceptos que sólo se aplican en defecto de 
lcgislac1on de la Comurndad). 

Esta es una ele las ra;:ones que se en­
cuemran reílc1aclas en el articulado del 
Pro\'Ccto de Lcv ele l\lccl1clas ele Polttica 
Ter(.norial, SucÍo y Urbanismo de la Co­
murndad de t-.1adrid, que en la actualt­
c.lacl se tramna en la Asamblea (as1 por 
qcmplo la regulación e.le la cjccucion 
asistemática en suelo urbano -an. 82-, 

o de los conwnios urbanísucos -ans. 
74 a 77-, entre otros extremos). 

Pero el Proyecto tiene realmente un 
contenido muy amplio, dacio que se 
estructura en 1 O Títulos (Tll u los l. Dis­
posiciones generales; 11. Concenac1on 
ele los illlereses publicos con relevancia 
tcrritonal: 111. Ordenación del territono 
y planes que la definen: TV Actuaciones 
de rnteres regional; \'. Planeamiemo 
urbamsuco: Vl. Régimen urhamsuco 
del sucio no urbani;:able y urbarn=able 
no programado: \ '11. Gestión urbarnsu­
ca; \'lll Expropiación for:::osa: IX. In­
tctYennL'ln publica en el mercado ele la 
\w1cnda: X l\ledidas para el mcremen­
to de la eficacia de la acti\·i.dacl urbanis­
uca): > ademas de ello, debe hacerse no­
tar que la Disposición Derogatona del 
Proyecto establece la derogación ele la 
Le)' l0/1984, e.le 30 ele mayo. ele Orde­
nación lerntorial ele la Comunidad e.le 
l\tlad rid ) los art 1culos 14 )' 15 ele h1 Ley 
4/84 ele l\1cdielas ele Disc1pl111a Lrbams­
t ica de la Cnmurndacl de ~ladnd. 

La C\tcnsión y alcance de este Pro­
yecto de Ley en tramnac1on, e\·1clenc1a 
la impos1biliclad de efectuar una cons1-
elcracinn ele su colllcntdo, m aun ele ca­
r<lcter sucmtn. Pero a los erectos del pre­
sente trabajo, st interesa constatar como 
el Prm-cuo -en su redaccion actual- se 
mue,·~ en una !mea intermedia entre la 
uultzación del planeamiento metropL)lt­
tano > la potenc1ac1ón del urbarnsmo 
concurrcnc1al. 

l.n cfecw, el Prn)'ecto e\'idcncia la 
\'Oluntael ele la Comunidad e.le Maclncl de 
cl1sponcr ele tecnicas ele ordenac1ón urba­
rnsuca que pcrnman satisfacer el interés 
general de carácter regional. En versiones 
anteriores del Provecto. estas tecrncas ele 
ordcnacion se csl.1blenan al margen de 
una plarnficación ele carácter rcgwnal, 
renunciando a la posibilidad de efectuar 
un planeamiento metropolitano; as1 lo 
e\ 1denc1aba aciemas - r lo sigue e\'lelcn­
uanc.lo- la propia elenominacion del pro­
)Ccto. «Le} ele mccl1das». que parece res­
ponder a la fmalidad de resoh'er un 
con.1unto ele problemas detectados en el 
contexto ele la legislaci.on estatal. 
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De aqu1 que, en una primera fase, es­
tas técnicas consistieran en la regulación 
de las Zonas de Interés Regional -que 
podían ser ele actuación inmediata o dife­
rida- y cle los denominados Proyectos cle 
Alcance Regional. Ahora bien, debe ha­
cerse notar que mientras la figura de los 
Proyectos de Alcance Regional responde, 
al menos en parte, al urbanismo concu­
rrencia!, al aprm·echamicnto de oportu­
nidades de interés regional que pueden 
surgir, las Zonas de interés Regional 
suponen una acción reflexiva de la Co­
munidad, que encaja en una \1sion ele 
conjunto de las necesielacles y ele los de­
sequilibrios existentes, y ele ahí que la 
configuración ele las zonas debiera ir 
conectada a una figura ele planeamiento 
metropolnano: en este sentido, con\'iene 
indicar que ele acuerdo con el artículo 21 
del Proyecto las zonas de interés regional 
pueden tener la finalidad ele llevar a cabo 
la ordenación y gesllt'ln estrategicas del 
territorio, o el despliegue ordenado, mte­
grado y armónico del desarrollo econó­
mico y social de la región, la superackm 
de situaciones de crisis o de transforma­
ción de sectores economicos, o la correc­
ción de desequilibrios imrarregionales en 
materia de ,·iYiendas, infraestructuras, 
dotaciones, eqmpam1entos y se1Yicios. 

Ello explica que el Proyecto ele Ley 
haya optado finalmente por una solu­
ción intermedia, al dedicar su tnulo 111 
a la «Ordenación del Territorio } Planes 
que la definen», y el utulo IV a las «Ac­
tuaciones de interes regional». 

El Titulo lll establece como instru­
mento clave para la ordenación del te­
rritorio el denominado «Plan Regional 
de Estrategia Territorial», cuyos obje­
ti,·os son la determmac1on de la estra­
tegia integrada relativa a la organiza­
ción }' cst ructura del territorio de la 
Comunidad de Maclnd; la ordenación 
ele la actividad urbanisuca directa y 
propia de la Comunidad de Madrid, 
necesaria para la efectividad ele tal 
estrategia y, finalmente, la prec1s1on de 
los criterios y directrices para la armo­
nizacion y compatibilización del pla­
neamiento municipal } los planes, 

programas y acciones sectoriales de 
incidencia territorial. 

El Proyecto establece además otros dos 
instrumentos de ordenación del territorio 
que son los «Programas e.le Coordinacion 
de la Acción Territorial» de las acciones 
de las Administraciones Publicas, en el 
marco ele las determinaciones básicas del 
Plan Regional e.le Estrategia Tenitorial, y 
los «Planes de Ordenación del Medio Na­
tural y rural» en desarrollo de las deter­
minaciones medio ambientales del tan 
repetido Plan Regional; la simple men­
ción ele estos dos instrumentos, y ele la 
función que cumplen, pone de re lieve 
que la l"igura clave es el Plan Regional de 
Estrategia Territorial. 

Y dentro ele este Plan -cuyo conte111-
do evidencia una cierta 111spiración en 
el previsto para los Planes Directores 
por la legislación estatal- ha ele conte­
nerse (art. 16, c), la «Previsión de Zonas 
de Interés Regional } especificación de 
los objetivos terrnonales prctcncl1dos 
en cada una de ellas, pudiendo optarse 
bien por la cleli mitación precisa ele su 
ámbito y declaración expresa, bien por 
el establecimiento de los criterios ele lo­
calizacion } contenido urbamstico bási­
co para la posterior tramitación ele su 
delimitación} localización». 

De esta forma las Zonas de interés 
Regional aparecen en el Proyecto de Ley 
en clara conexión y dependencia del 
Plan Rcg10nal de Estrategia Terntonal 
-hoy inexistente-, que deberá ser apro­
bado con carácter pre\·io; solución lógi­
ca, que sin embargo puede dificultar en 
la práctica e l que se lleve a cabo alguna 
ele esta:. actuaciones. 

Y jumo a las Zonas ele Interés Regio­
nal el Proyecto ele Ley prevé también los 
Proyectos de Alcance Regional, figura 
que responde más el urbanismo concu­
rrencia!. En efecto, el Proyecto de Ley 
define este instrumento como «actua­
ciones territoriales concretas que en el 
marco de los mstrumentos o planes e.le 
ordenación del territorio existentes y 
aplicables, ordenan y dise1"1an, con ca­
rácter básico y para su inmediata eiecu­
ción, obras e instalaciones que por su 

carácter excepcional no están pre\'istas, 
ni tengan encaje, en el planeamiento ur­
banístico vigente» . 

Debe tenerse en cuenta que el Pro­
yecto e.le Alcance Regional es una figura 
que puede utilizarse para diversos obje­
tos, como son las infraestructuras regio­
nales, las obras, construcciones e insta­
laciones que sirvan ele soporte a 
vivienda pública, dotaciones, equipa­
mientos y servicios publicos y también 
para (an. 33.1.c), 

«Instalaciones para el desarrollo de 
actividades económicas que tengan por 
objeto la investigación, la producción, la 
disuibución y la comercialización de bie­
nes y servicios». 

Y si se tiene en cuenta que la elabora­
ción } aprobación de estos Proyectos ele 
Alcance Regional puede ser lb·ada a 
cabo no sólo por las Admin istraciones 
Públicas -y entes instrumentales- sino 
también por personas pri,·adas, físicas y 
jund1cas, se comprende que el Proyecto 
de Ley conciba esta figura como una 
técnica que, en determinados supues­
tos, puede encuadrarse en el urbanismo 
concurrencial, y que responde en parte 
en un planteamiento liberal que confta 
en que la imciauva p1wada descubra o 
proponga actuaciones que presenten un 
interés regional. 

El Proyecto de Ley en tramitación se 
mue\'e asi en una línea intermedia, que 
incluye la planificación mctropohtana y 
el urbamsmo concurrencia!. La aproba­
ción y aplicación ele esta Ley no deja sin 
embargo de plantear problemas en 
cuanto a su alcance y relaciones con la 
competencia municipal: así, en orden a 
los tipo:. de suelos a los que pueden 
afectar, a la incidencia en e l planea­
miento municipal, y a la gestión por la 
Comunidad; cuestiones que ya están 
sobre la mesa, y que clebcran ser objeto 
ele soluciones matizadas con objeto de 
e\·itar que se produzcan actuaciones 
contradictorias o disf uncionales. 

En todo caso, s1, parece necesario in­
dicar que la búsqueda de soluciones in­
termedias, que contemplen la planifica­
ción metropolitana y el urbanismo 



concurre ncia!, parece adecuada a la 
situación actual. Pues todavía no hemos 
llegado en España en general, ni en la 
Comunidad ele Madrid en particular, a 
lo que Campos Venuti («la terza genera­
zione dell'urbanistica) denomina urba­
nismo ele transformación, frente al 
urbanismo de expansión propio de la 
fase anterior; a un momento en el cual 
se produce una necesaria tensión entre 
arquitectura y urbanismo, en el que el 
beneficio se busca en el edificio contra­
rio al Plan, porque )'ª no puede obte­
nerse con la expansión de la ciudad. 
Estas tensiones, como demuestra la 
experiencia, existen siempre, pero la 
realiclac.I demuestra tambien que la fase 
del «urbanismo ele expansión» se en­
cuentra todav1a con grandes posibilida­
des, ciadas las necesidades existentes, 
sólo frenadas por la crisis econom ica. 
De ah1 tambien la necesidad hace posi­
ble un urbanismo concurrencia!, que 
pueda atraer im·ersioncs, con la consi­
guiente instalac1on de empresas )'crea­
ción de puestos de trabajo. • 

Rafael Gómez-Ferrer Morant 
Catcdratico de Dcrcc/10 Administrativo. 

L'nil'crsulad Autónoma de Madrid 
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